
En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio dé Defensa nú­
mero 54/1982. de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 2 de julio de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

20037 ORDEN 111/01422/1984, de 2 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 12 de marzo 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Manuel García Jiménez, Ma
rinero distinguido de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Manuel García 
Jiménez, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 14 de abril de 1981 y 2 de diciembre de 
1981, se ha dictado sentencia con fecha 12 de marzo de 1984, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por don Manuel García Jiménez, contra las resoluciones de 
la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar 
de 14 de abril de 1981 y 2 de diciembre de 1981, las que anula­
mos en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en cuantía 
inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo en ese 
porcentaje, y manteniendo los demás pronunciamientos de las 
resoluciones impugnadas Sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 2 de julio de 1984 —P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

20038 ORDEN 111/01423/1984, de 2 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 22 de marzo 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Juan Tornero Martínez, Sar
gento de la Guardia Civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Juan Tornero Mar­
tínez, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada v defendida por el Abo­
gado del Estado, contra las resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 25 de junio de 1980 y 2 de marzo de 1983, 
se ha dictado sentencia con fecha 22 de marzo de 1984, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos. Que debemos estimar y estimamos el presente 
recurso contencioso-administrativo número 515.190 de 1983, inter­
puesto por don Juan Tornero Martínez, contra las resoluciones 
de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Mili­
tan de 25 de junic de 1980 y 2 de marzo de 1983, las que anula­
mos en cuanto fijan el haber de retiro en cuantía inferior al 
90 por 100, debiendo realizarlo en ese porcentaje, y mantenien­
do los demás pronunciamientos de las resoluciones impugnadas: 
no hacemos especial declaración sobre las costas causadas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” y se insertará en la "Colección Legis­
lativa”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­

fiere el artículo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo cue se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.

Madrid, 2 de julio de 1984.—P. D., el Director general de 
Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

20039 ORDEN de 13 de junio de 1984 por la que se 
concede a la Cooperativa «San Isidro» (expediente 
CR-51/83), NIF F-13-003314, los beneficios fiscales 
que establece la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, 
sobre industrias de interés preferente.

Ilmo. Sr : Vista la Orden del Ministerio de Agricultura, Pesca 
y Alimentación de 6 de marzo de 1984. por la que se declara 
comprendida en zona de preferente localización industrial agra­
ria, al amparo de lo dispuesto en el Decreto 2392/1972, de 18 
de agosto, a la Cooperativa «San Isidro» (expediente CR-51/83), 
para la instalación de una almazara de dicha Cooperativa en 
Villanueva de la Fuente (Ciudad Real).

Este Ministerio a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos de conformidad con lo establecido en e) artículo 6.° de 
la Ley 152/1963 de 2 de diciembre y artículo 8.a del Decreto 
2392 1972, de 18 de agosto, ha tenido a bien disponer:

Primero.—Lino. Con arreglo a las disposiciones reglamenta­
rias de cada tributo a las específicas del régimen que deriva 
de la Ley 152/1983. de 2 de diciembre, y al procedimiento 
señalado por la Orden de esté Ministerio de 27 de marzo de 
1965. se otorgan a le Cooperativa «San Isidro» (expediente CR- 
51/83), les siguientes beneficios fiscales:

A) Reducción del 95 por 100 de la cuota de licencia fiscal 
del Impuesto Industrial durante el período de instalación

B) Reducción de' 95 dor 100 de los derechos arancelarios 
e Impuesto General sobre el Tráfico de las Empresas que gra­
ven la importador de Bienes de ecuipo y utillaje de primera 
instalación, cuando no se fabriquen en España Este beneficio 
se hace extensivo a los materiales y productos que no pro- 
duc éncose en Espaa se importen para su incorporación en 
primera instalación a bienes de equipo de producción nacional.

Dos El beneficio fiscal a que se refiere la letra B) se 
entiende concedido por un periodo de cinco años a partir de la 
publicación de esta Orden en ;íl «Boletín Oficial del Estado». 
No obstante dicha reducción se aplicará en la siguiente forma:

1. El plazo de duración de cinco años se entenderá fina­
lizado el mismo día que, en su caso, se produzca la integración 
de España en las Comunidades Económicas Europeas y

2. Dicho plazo se iniciará cuando procediere a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
de Aduanas e In puestos Especiales, de acuerdo con lo previsto 
en la Orden de 4 de marzo de 1976.

Segundo—F’ incumplimiento de cualquiera de'las obligacio­
nes qup asume ¡a Empresa beneficiaría dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en su 
caso, de los Impuestos bonificados.

Tercero—Cortra la presente Orden podrá interponerse re­
curso de reposición de acuerdo con lo previsto en el artículo 
120 de la Lev de Procedimiento Administrativo, ante e' Minis­
terio de Economia y Hacienda en el plazo de un mes contado 
a partir del día siguiente al de su publicación.

Lo Que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 13 do junio de 1984.—P D. (Orden de 14 de mayo 

do 1984), el Director general de Tributos, Francisco Javier 
Ei-ca Villarnovo

Ilmo Sr. Secretario de Estado de Hacienda.

20040 ORDEN de 13 de junio de 1984 por la que se 
concede a la Empresa «Mármoles Jimarsa, S. L.», 
número de identificación fiscal B-04008389, los bene
ficios establecidos en la Ley 6/1977, de 4 de enero, 
de Fomento de la Minería.

Ilmo. Sr.; Visto el escrito de le Empresa «Mármoles Ji­
marsa, S. L.», con domicilio en Purchena (Almería), en el que 
solicita los beneficios prevenidos en la Ley de Fomento de la


